PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires manifiesta su voluntad de que el Poder Ejecutivo cumpla lo dispuesto por el fallo de la Dra. Andrea Danas, titular del Juzgado de Primera Instancia No 9 del fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la C.A.B.A. de fecha 25 de septiembre de 2008, confirmado por la Sala II de la Cámara de Apelaciones Contencioso, Administrativo y Tributario el 17 de febrero de 2009 que  le ordena garantizar el derecho a la salud de los niños, niñas y adolescentes de esta Ciudad que consumen la pasta base de cocaína (P.B.C o “paco”), a realizar todas las acciones positivas y a proceder al dictado de las normas necesarias, estableciendo un rápido sistema de evaluación y admisión de los/as afectados/as, en un plazo de 90 (noventa) días.

Señora Presidenta: 

La Jueza Andrea Danas, titular del Juzgado de Primera Instancia No 9 del Fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires hizo lugar a la acción “Asesoría Tutelar Justicia Contencioso Administrativa y Tributaria  c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo (art.14 CCABA) EXP. 23.262-0” que fuera impetrada por el Dr. Gustavo Daniel Moreno, en su carácter de Asesor Tutelar a cargo de la Asesoría Tutelar No 1.

En este fallo de fecha 25 de septiembre del corriente año, la Dra. Danas reconoce la existencia de un deber estatal de garantizar el derecho a la salud integral de niños, niñas y adolescentes, en especial, de aquellos que consumen sustancias  psicoactivas tales como la pasta base de cocaína (“paco”).

Nuestra Carta Magna, la Constitución de la Ciudad y los tratados internacionales garantizan el derecho a la salud. Así, el art.17 de la CCABA establece que la Ciudad desarrolla políticas sociales y asiste a las personas con necesidades básicas insatisfechas y promueve el acceso a los servicios públicos para los/las que tienen menores posibilidades, garantizando el derecho a la salud integral y estableciendo el gasto en salud como una inversión social prioritaria, asegurando las acciones de promoción, protección, prevención, atención y rehabilitación gratuitas, con criterio de accesibilidad, equidad, integralidad, solidaridad, universalidad y oportunidad (art 20). El art. 21, en tanto, establece los lineamientos de la Ley Básica de Salud, garantiza la prevención de las dependencias y el alcoholismo y la asistencia de quienes los padecen y la atención en salud mental (inc. 8 y 12).

La sentencia dictada por el Tribunal No 9 expresa que el Poder Ejecutivo de la Ciudad de Buenos Aires ha creado a través del Decreto 1681/07 el “Programa Interministerial de Proyectos Especiales Atención Integral sobre el Consumo y Dependencia de la Pasta Base de Cocaína (P.B.C.)”, el cual reconoce que dicha sustancia es de alta nocividad y adicción y que acarrea con mayor facilidad otras patologías clínicas, lo que no hace más que reafirmar la preocupante situación que afecta  la salud de quienes gozan de prioridad en políticas públicas (art. 40 CCABA).

Congruente con la Carta Magna de la Ciudad de Buenos Aires, la Ley 114 tiene como objeto la protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes (art.1º) y prevé el deber de la familia, la sociedad y del Gobierno de la Ciudad de asegurarles, con absoluta prioridad, la efectivización de los derechos a la vida y a la salud entre otros (art. 5) estableciendo la obligación del Gobierno de la Ciudad de adoptar diferentes medidas a fin de garantizar el disfrute del nivel más alto de salud (art.23).

El fallo que nos ocupa menciona además la Resolución No 1252-GCBA-SSSS-05 que tiene por fin garantizar y efectivizar la atención integral de la salud de los niños, niñas y adolescentes, removiendo obstáculos que impidan su inmediata concreción.

La Ciudad cuenta además con la Ley 2318 que regula la Prevención y Asistencia del consumo de sustancias psicoactivas y de otras prácticas de riesgo adictivo que prevé la implementación de un Plan Integral que haga posible, entre otras acciones, la formación de centros de emergencia social que funcionen como espacios de integración y recuperación de consumidores/as de sustancias psicoactivas de alta capacidad adictiva (art.4º). 

Por un lado, tal como sostiene la Jueza Danas en su fallo, todas las normas constitucionales, legales, reglamentarias han establecido el deber del Estado de efectivizar medidas positivas de prevención y asistencia para el consumo de sustancias psicoactivas. Por otro lado, la preocupante difusión del consumo de la sustancia conocida como “paco” se evidencia a través de los datos difundidos por la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y Lucha contra el Narcotráfico (SEDRONAR) que señalan un incremento en el consumo del 200% entre los años 2001 y 2005. 

Asimismo, el Asesor Tutelar ha probado la escasez de recursos existentes en el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires al remitir oficios al Consejo de Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes de la Ciudad de Buenos Aires, al Director General de Salud Mental del Ministerio de Salud y a la Dirección General de Niñez y Adolescencia del Ministerio de Derechos Humanos y Sociales, lo que, al decir de la Jueza Danas, remarca las obligaciones incumplidas por el Estado. Esta omisión se manifiesta en el cúmulo de normas citadas de las cuales se desprende el deber del Estado de dar satisfacción a la salud de niños, niñas y adolescentes y las respuestas de los organismos encargados de esta problemática y dependientes del G.C.B.A. aportadas por el Asesor Tutelar. 

La sentenciante, al hacer lugar a la acción de amparo, concluye que la no concreción de medidas positivas tendientes a garantizar el derecho involucrado - en este caso, el derecho a la salud- resulta una omisión inconstitucional, una omisión de los poderes públicos en el cumplimiento de sus obligaciones constitucionales.

El citado fallo es, asimismo, respetuoso de la división de poderes, toda vez que no determina un modo específico de cumplimiento de la manda constitucional, correspondiente al poder administrador, sino que ordena un plazo en el que éste deberá garantizar el derecho a la salud de niños, niñas y adolescentes y realizar las medidas necesarias para el establecimiento de lugares de prevención y tratamiento estableciendo un rápido sistema de evaluación y admisión de quienes requieran asistencia.

Así ha sido entendido por la Sala II de la Cámara de Apelaciones Contencioso, Administrativo y Tributario al confirmar y dejando firme la sentencia de 1ª Instancia de la Dra. Danas con fecha 17 de febrero de 2009.
Es por lo expuesto que solicitamos la aprobación del presente proyecto de declaración
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